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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jaime Mario Trobo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Heber Bousses, Samuel Bradford, Juan Manuel Garino Gruss, 
Rosa Quintana y José Carlos Mahía. 


ASISTE: Señor Senador Rubén Martínez Huelmo. 


INVITADOS: Señores Director General de Secretaría del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Embajador Gustavo Álvarez; Directora de la Dirección General para Asuntos Consulares y 
Vinculación, Embajadora licenciada Lourdes Bone; Directora de Asuntos Consulares, 
Consejera licenciada Mercedes Corominas; Directora de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos, doctora Mary Luz; Asesor de la Dirección de Asuntos Jurídicos, doctor José 
Oliu; Consejera doctora Gabriela Civila y Asesora licenciada María del Carmen Menoni, 
de la Dirección de Relaciones Institucionales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Trobo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Mesa debe hacer una precisión. En esta sesión está presente el señor Senador en ejercicio, Martínez 
Huelmo; si bien es miembro de la Cámara de Representantes, en este momento está en calidad de miembro 
del Senado. Aclaro que tanto los señores Senadores pueden asistir a las reuniones de Comisiones de la 
Cámara como los Diputados podemos asistir a las reuniones de Comisiones del Senado. Quien está 
ejerciendo la titularidad de la banca es el señor Representante Bousses. Se realiza esta aclaración para que 
quede constancia en la versión taquigráfica y para la Secretaría de la Cámara a los efectos de los 
procedimientos pertinentes para que los dos legisladores actúen en la calidad en que lo están haciendo sin 
inconvenientes. Hay una nota presentada por el señor Representante Martínez Huelmo, firmada como 
Senador, que vamos a integrar a los asuntos de esta sesión. 


Se ingresa al primer punto del orden del día: "Ley de Organización Consular". Hemos invitado al señor 
Director General de Secretaría del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador doctor Gustavo Álvarez, 
quien ha venido acompañado de la señora Directora General para Asuntos Consulares y Vinculación, 
Embajadora licenciada Lourdes Boné; de la señora Directora de Asuntos Consulares, consejera licenciada 


Mercedes Corominas; de la señora Directora de Asuntos Jurídicos, doctora Mary Luz; del asesor de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos, doctor José Oliú; de la consejera, doctora Gabriela Civila, y de la asesora 
licenciada María del Carmen Menoni Ocampo, a quienes les agradecemos su visita. 


Para la Comisión este es un proyecto de ley importante que tiene relación con un tema que se ha discutido en 
varias ocasiones en esta Comisión, desde hace un buen tiempo, inclusive en instancias en que nos visitara el 
señor Ministro de Relaciones Exteriores, doctor Almagro. Obviamente, todas esas instancias contenían 
preocupación en cuanto a la actualización de la legislación consular, especialmente teniendo en cuenta que 
estamos a muchos años de la ley original, que si bien tiene virtudes seguramente también tiene algunas 
cuestiones que modificar y ajustar. 


La nueva realidad determina que haya muchos compatriotas que viven en el exterior y que, obviamente, ellos 
y su descendencia sean demandantes de servicios consulares en una proporción mayor a la de la época de la 
sanción de la ley original. 


En ese sentido, queremos tener una primera visión de parte del Ministerio sobre las características y el 
contenido de este proyecto de ley. Luego, los legisladores podrán hacer las consultas correspondientes. 


Además, contamos con un trabajo realizado por la Secretaría de la Cámara de Senadores. Se trata de un 
comparativo entre el texto original, los textos que se fueron sugiriendo y el proyecto que le llega a la Cámara, 
que ya tiene media sanción del Senado. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Agradezco a la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de 
Representantes la invitación a esta reunión para brindar información sobre el proyecto de ley de 
organización consular. 


Como se señaló, es un proyecto muy importante y allí el Ministerio de Relaciones Exteriores se ha abocado, 
dentro del proceso de mejora de gestión de la Cancillería y de nuestras oficinas en el exterior, a mejorar la 
eficiencia y la transparencia para los compatriotas y usuarios de nuestros servicios, así como asistir a nuestros 
funcionarios brindándoles un marco seguro de actuación. 


Dado que uno de los pilares de la política exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores consiste en 
fortalecer la gestión consular así como la vinculación, atendiendo a las necesidades de los compatriotas en el 
exterior, se identificó como punto de partida para hacer realidad este principio proceder a la reforma de la ley 
consular a fin de hacer más eficiente, garantizadora y simplificada la actuación de nuestras oficinas 
consulares. 


Desde nuestra perspectiva, la labor consular requiere un proceso de modernización de los servicios 
tradicionales que se brindan, otorgando una mayor participación a los connacionales y garantizando la 
protección y promoción de sus intereses. Ello implica la actualización de la legislación y del modelo de 
gestión de los servicios consulares. En este sentido, se delinearon tres ejes de acción para abordar la reforma 
de la legislación consular. 


El primero fue reforzar y poner en práctica el principio de servicio público, con pleno respeto a los derechos 
del connacional, focalizándose en el fortalecimiento de las capacidades profesionales e infraestructura. 


El segundo fue brindar las mayores garantías a los agentes consulares en el ejercicio de sus funciones. 


El tercero fue digitalizar toda la información relevante a la gestión y a los trámites consulares para optimizar 
la gestión tornándola más eficiente. 


Cabe destacar -como ya lo señaló el señor Presidente- que la Ley N” 3.028 de organización consular de la 
República, que es la que está vigente hasta el momento, que regula la función y la actuación de las oficinas 
consulares, data del año 1906. Por lo tanto, el proyecto presentado y a estudio implica una actualización 
necesaria para acercar la norma a la coyuntura actual y dotar a los funcionarios consulares de herramientas 
para enfrentar lo que implica la nueva labor consular en este contexto internacional. 


Al tratarse de una norma tan antigua, se entendió necesario adaptar su contenido a las nuevas realidades que 
enfrentan los connacionales en un mundo globalizado y cambiante. En este sentido, el fenómeno de la 


migración, visto como un derecho del connacional, y las diversas necesidades sociales y económicas que se 
producen no se ven contemplados en las disposiciones contenidas en la ley vigente. 


Por otra parte, la Ley N* 3.028 no brinda a los funcionarios consulares las herramientas necesarias para actuar 
en el marco de esta nueva realidad. Muchos de los institutos comprendidos en la ley, en su reglamento, se 
encuentran derogados por otras normas, y en la mayoría de los casos las facultades que se conceden al 
funcionario consular exceden lo que es la función en sí misma. Recordemos que cuando se promulgó la Ley 
N? 3.028, los Cónsules no eran funcionarios de carrera del Servicio Exterior, por lo que la norma debía 
contemplar áreas extensas de trabajo que en la actualidad ya no tendrían razón de ser. 


El proyecto a consideración ha sido objeto de estudio de un grupo técnico interinstitucional ad honórem que 
fue convocado por el Ministerio de Relaciones Exteriores en el año 2012. La integración de este grupo 
técnico incluyó profesionales y académicos del Instituto de Derecho Internacional Privado de la Universidad 
de la República y de la Asociación de Escribanos, otros expertos en distintas áreas temáticas que se 
encuentran comprendidas en la ley y en el reglamento consular, y funcionarios de esta Secretaría de Estado, 
concretamente de la Dirección General de Asuntos Consulares y Vinculación, y de la Dirección de Personal 
del Ministerio. 


La actual visión de la labor consular hace necesario incluir la vinculación en la nueva ley consular, como uno 
de los elementos fundamentales demarcatorios del nuevo sentido que el Estado uruguayo brinda a la labor 
efectuada por sus oficinas en el exterior. Desde esta perspectiva, la labor consular requiere un proceso de 
modernización de los servicios tradicionales, promoviendo una mayor participación de los connacionales y la 
protección y promoción de sus intereses. Entre las innovaciones de este proyecto se destacan los siguientes 
principios rectores de la labor consular: la simplificación administrativa, la modernización tecnológica, el 
pleno respeto a los derechos y la dignidad de los compatriotas, así como la protección y promoción de sus 
intereses en el exterior. 


Más allá de lo antes mencionado, es importante destacar que, en consonancia con los pilares de política 
exterior trazados que trascienden, la reforma de la Ley de Organización Consular constituye una 
demostración de la mejora de gestión que se viene desarrollando en las oficinas del Estado, dando la 
posibilidad de dar un nuevo enfoque a la gestión consular en aras de adaptar su aplicación a las necesidades y 
los intereses de los compatriotas, con estricto respeto de su dignidad e integridad. 


Desde los principios de la presente labor han transcurrido más de dos años de esfuerzos compartidos entre 
funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y el grupo interinstitucional creado a tal efecto, siendo 
resultado una Ley de Organización Consular plena en su contenido, amplia en su accionar, que establece una 
actuación dotada de las seguridades jurídicas y de la transparencia necesaria para permitir un acceso libre e 
igualitario a todos nuestros connacionales a la promoción y protección de sus intereses, sea cual sea el lugar 
donde se encuentren. 


Agradecemos nuevamente la posibilidad de realizar esta presentación y reiteramos nuestra disposición a 
responder las preguntas o comentarios que los distinguidos Representantes tengan en este momento. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Si bien el proyecto es compartible en términos generales, tengo algunas 
inquietudes sobre las que me gustaría conocer la opinión de la nutrida delegación que nos acompaña. 


He recibido una carta de la Asociación de Funcionarios del Servicio Exterior del Uruguay -Afuseu-, a 
quienes les llama poderosamente la atención el artículo 21. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas porque estuve omiso en cuanto a informar que hemos recibido 
a Afuseu -a pedido suyo-, que realizó un planteo que, seguramente, además recibimos todos en nuestros 
despachos y que el Ministerio cuenta con la versión taquigráfica de esa presentación, así que 
probablemente los invitados estén en condiciones de dar respuesta a los planteos e inquietudes que se 
dejaron en esa instancia. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Precisamente, el artículo 21 hace mención a los intereses de la República 
con cierta vaguedad, con un concepto jurídico no determinado, como a veces se dice, lo que inclusive 
puede conspirar con el propio objetivo expresado en el numeral 2) de la exposición de motivos: 


"Brindar las mayores garantías a los agentes consulares en el ejercicio de sus funciones". Reitero: creo 
que esta vaguedad puede conspirar no solo con la protección de los funcionarios públicos, sino también 
con uno de los objetivos expresados en la exposición de motivos del proyecto de ley: los intereses de la 
República contrastados con la estabilidad de que gozan los funcionarios públicos. 


No pretendo acá abrir un debate sobre algunos Cónsules, principalmente en este período de Gobierno -esa 
discusión ya se ha dado en esta Comisión, me refiero a los Cónsules políticos-, pero me gustaría saber por 
qué no se hace referencia a cierta idoneidad de los Cónsules, ya que se está legislando y se hace la distinción 
entre Cónsules de carrera y honorarios, más allá de que la Convención de Viena legisla sobre la materia, está 
presente en este proyecto y prevé un montón de funciones, muchas de ellas muy delicadas, porque hay que 
entender sobre menores, buques, aeronaves, es decir, sobre materias de diversa índole, y en el extranjero, sin 
esa tranquilidad que nos proporcionan nuestras instituciones por pertenecer a la misma cultura. Entonces, 
precisamente hoy, que se está legislando sobre los Cónsules, ¿por qué no hacer alguna referencia a la 
idoneidad, que -reitero- parece ser más que necesaria si se repasa la Convención de Viena? 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Quiero señalar que ha sido muy útil el repartido de la Comisión Permanente, que 
realmente tiene la gran virtud de poner los textos en paralelo, lo que facilita su apreciación. 


El artículo 21 proviene del artículo 19 de la norma anterior, la Ley_N? 3.028. Esta es la primera acotación. 


La ley utiliza términos que son similares: se puede decir que son términos vagos. La ley anterior no utiliza el 
término "interés", sino "conveniencia" o "decoro" de la nación. "Conveniencia" o "interés" son palabras 
bastante similares; entendemos que "interés" es un poco más precisa en cuanto ha sido recogida en alguna 
jurisprudencia. 


Creo que es importante establecer que esta ley viene de 1906 y nunca fue objetada en cuanto a la 
incorporación de elementos distintos a los que están establecidos en la Constitución. Creemos que la nueva 
redacción es aún más precisa y no debería recibir objeciones. No obstante, entendemos que el punto central 
es que no agrega nada diferente a lo que ya existe dentro del régimen de garantías que tienen los funcionarios 
públicos para la determinación de las causales de suspensión y el procedimiento de destitución. 


En el nuevo artículo se sustituye la terminología que hablaba de intereses o decoro de la nación por "intereses 
de la República"; eso ya permite una adaptación al texto constitucional, concretamente, en conformidad con 
el artículo 1? de la Constitución de la República. A su vez, el proyecto hace una corrección con respecto al 
artículo 168 de la Constitución vigente y, además, señala el respeto del debido proceso legal en todo 
momento, fundado en el artículo 66 de la Constitución, en los artículos 32 y 51 del Decreto-ley N* 14.206, en 
el Decreto N* 500/91 y normas concordantes, complementarias y modificativas. Digo esto para señalar cuál 
es el marco en el cual se aplica esta norma. 


Con respecto al término "interés de la República", entendemos que no existe esa vaguedad; en realidad es un 
concepto bastante objetivo. Los Tribunales nacionales han sostenido que el interés público es comparable al 
interés general, al interés colectivo de una sociedad o una región determinada. Esto ha sido objeto de 
jurisprudencia de los Tribunales nacionales y hay sentencias que señalan que este interés colectivo, este 
interés público, este interés de la República, se traduce en aquellas "inquietudes, necesidades, disposiciones, 
que son compartidas por la enorme mayoría de sujetos de derecho de una colectividad, y que se dirigen hacia 
un fin principalmente colectivo". El concepto de interés público "encierra, en cierto sentido, un juicio de 
valor" que estaría dado por "el sentir mayoritario y homogéneo de la población que expresa sus convicciones 
al concertar un texto constitucional". 


Cito textualmente: "Los intereses de la política exterior corresponden a las áreas relacionadas con el ámbito 
internacional que consideramos esenciales o críticas para el desarrollo nacional. [...] El ordenamiento de las 
prioridades en materia de política exterior se basa en apreciaciones sobre el entorno internacional y sus 
posibles desarrollos". Todo estos son elementos que el Ministerio de Relaciones Exteriores considera 
fundamentales dentro del diseño de la política exterior y reflejan las prioridades de acción que han sido 
señaladas para los próximos años. 


A su vez, en la jurisprudencia internacional, el término "intereses de la República" coincide con lo 
anteriormente desarrollado y hay casos en los cuales los intereses de algunos Estados son señalados en este 


sentido. Asimismo, el término "conveniencia", que es el que rigió desde 1906, nunca fue comentado por 
ninguna persona; además, creo que el artículo 19 de la Ley N” 3.028 no ha sido usado nunca. Me comentaba 
la doctora Luz que ella recordaba un antecedente en el que se aplicó ese artículo, pero la sanción que se 
impuso no fue en función del término "conveniencia", sino porque las irregularidades habían sido grandes 
dentro del sumario: se encontró que había habido una falta grave y se aplicaron las sanciones. 


Entonces, el término "conveniencia" parece ser un poco más vago. Se dice, por ejemplo: "Lo que 'conviene' a 
la administración o al Estado, en caso de ser 'injusto', no es un auténtico 'interés público'". Esta es una cita de 
un manual de Derecho administrativo. Lo que tiene importancia es que se reafirma la vigencia de todo el 
sistema de garantías para los funcionarios públicos que podrían estar ante una situación en la que se les 
pudiera iniciar un procedimiento disciplinario que eventualmente culminara con la destitución. 


Con respecto a los denominados cónsules políticos, cuando son designados por el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo a las potestades constitucionales, se los incorpora al escalafón de Servicio Exterior y se convierten 
en funcionarios de ese Servicio. Entonces, cuando se designa a un Cónsul General -el Poder Ejecutivo tiene 
la potestad de hacer la designación en los rangos de Ministro y de Embajador- se incorporan como 
funcionarios del Servicio Exterior. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Agradezco la aclaración. 


El Embajador dijo que había sentencias vinculadas con el concepto de interés de la República. Sería oportuno 
que las alcanzara a la Comisión para que sean incorporadas a la documentación. 


Por otra parte, ya que la Afuseu nos traslada esa inquietud, quisiera saber si se ha reunido con ella por este 
tema. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Sí, nos reunimos con Afuseu. Yo soy socio de Afuseu, así que he participado de las 
sesiones en que se ha tratado el tema. Pero también se reunió con Afuseu oficialmente el Director 
General de Secretaría anterior, embajador Koncke. En el momento en que se elevó la propuesta del 
grupo de trabajo interinstitucional, lo primero que hizo el Embajador Koncke fue poner este texto en 
conocimiento de la Afuseu. 


Otra cosa que me permito señalar como socio de Afuseu es que el texto del proyecto de ley está 
prácticamente aprobado en su totalidad: la asociación no le ha hecho ninguna observación. Creo que la duda 
que tiene Afuseu hace referencia solamente al artículo 21. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es obvio que usted no está aquí en su calidad de socio de Afuseu, señor 
Embajador. Lo que nos tiene que decir Afuseu lo hace por las vías que tiene y por cierto que las 
Comisiones parlamentarias representan un ámbito muy receptivo para el planteo de los sectores 
gremiales. Por eso, voy a hacer dos preguntas, una referida al origen y confección del proyecto y otra a 
su contenido. 


La primera inquietud tiene que ver con la Comisión que redactó el proyecto, según lo ha dicho el Poder 
Ejecutivo en su Mensaje y usted aquí. Quisiera saber si efectivamente esa Comisión redactó el proyecto o 
trabajó sobre el tema en general, haciendo consideraciones, análisis sobre lo que debería tener una iniciativa 
como esta. Les soy honesto, tengo la información de parte de algunas de las personas mencionadas aquí y 
ellas dicen que no conocieron el proyecto cuando fue enviado al Parlamento. Por lo tanto, es difícil que 
alguna de las personas que integran este colectivo hubiese terminado trabajando en la redacción del proyecto. 
Asimismo, recibimos por parte de Afuseu un planteo en el sentido de que no fueron consultados en la 
instancia de elaboración del proyecto; lo conocieron cuando estaba terminado 


En general, aquí se reciben planteamientos por parte de diversos gremios en cuanto a su participación o no de 
la instancia de elaboración de un proyecto que tiene que ver con intereses gremiales, personales, etcétera. Por 
eso, en primer lugar, quisiera saber si efectivamente todas las personas que están aquí mencionadas 
participaron de la redacción del proyecto y lo conocieron antes del envío al Parlamento, o simplemente fue 
una participación general en el análisis del tema y las necesidades de modificación o actualización de la ley. 


En segundo término, si Afuseu fue consultada o participó en el proceso de análisis de la redacción del 
proyecto de ley. 


El otro asunto sobre el que quiero consultar tiene que ver con el contenido del proyecto, pero no me voy a 
referir al artículo 21, del que ya tengo una opinión, y sobre el cual voy a proponer alguna adaptación del texto 
para satisfacer el interés que tiene el Ministerio en esta iniciativa, el que debe tener el Estado uruguayo a 
través de la ley y el que nos plantean los funcionarios 


En una oportunidad en que nos visitó el Ministro de Relaciones Exteriores, le planteamos la demanda de unos 
ciudadanos uruguayos que viven en el exterior que querían inscribir a sus hijos en Uruguay. Fueron al 
Consulado con el certificado de nacimiento, pero el procedimiento era muy dificultoso y requería la presencia 
de alguno de ellos en Montevideo para levantar el certificado del Registro Civil en el que consta que el niño o 
niña está inscripto en Uruguay. En aquel momento, señalamos que era más fácil que un matrimonio de una 
uruguaya con un italiano viviendo en Suiza inscribiera su hijo en Italia a que los inscribiera en Uruguay. Por 
eso, planteamos al señor Ministro la posibilidad de que los Cónsules pudieran cumplir como Oficiales de 
Estado Civil no solamente en la registración, sino también en un procedimiento avanzado que permitiera dar 
satisfacción a esa demanda. En dos ocasiones posteriores se nos señaló en esta Comisión que el Ministerio 
estaba trabajando con el Registro Civil en una serie de cuestiones vinculadas para resolver estos temas. 


Quisiera saber en qué medida este artículo 28, cuando se menciona la condición del Cónsul como Oficial de 
Registro de Estado Civil -cuestión que también viene de la ley original-, trae consigo alguna cuestión que 
resuelva este problema que hemos señalado. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Con respecto a su primera pregunta, tengo entendido que se realizaron 
numerosas sesiones de consultas con los integrantes del grupo ad honorem que redactó el texto. Voy a 
ceder la palabra a la Directora General de Asuntos Consulares para que lo aclare; pero antes, me 
permito señalar que posiblemente haya habido un proyecto que circuló como tal para que los 
integrantes del grupo hicieran sus aportes. La lista de personas que participaron es muy grande y, 
además, se contó con el asesoramiento de los Institutos de la Facultad de Derecho y de la carrera de 
escribanía y, tal vez, en algún momento hayan cambiado los integrantes por diversas razones. No 
obstante, el grupo sesionó y estuvo trabajando en este tema. 


SEÑORA BONÉ.- Respecto de la metodología de trabajo, el grupo fue convocado y se reunió 
efectivamente los últimos martes de cada mes. 


La base de trabajo fue, básicamente, la ley vigente. Se proyectaba en una pantalla -metodología que se usa 
mucho en los ámbitos multilaterales de negociación de texto-, se discutía artículo por artículo -algunos de 
ellos más vinculados a la naturaleza técnica de cada uno de los integrantes-, y se iba proponiendo el texto; de 
esa manera, quedó armado el proyecto de ley. Quiere decir que el grupo, efectivamente, redactó el proyecto 
de ley. 


Con respecto al proyecto finalizado y antes de ser enviado por el Poder Ejecutivo a esta Casa, podemos poner 
a disposición los "mails" en los que el proyecto fue comunicado y se anunciaba la intención de presentarlo, 
con el aval de que estaba mínimamente acordado y acabado por todos los integrantes del equipo. Esa fue la 
metodología que se llevó adelante. Fue un trabajo honorario. La Cancillería y, particularmente, el grupo de la 
Dirección General de Asuntos Consulares no puede dejar pasar la oportunidad de agradecer a todos estos 
profesionales porque realmente se han comprometido con este trabajo, han asistido a todas las reuniones y 
han puesto mucha voluntad y dedicación para la realización de esta empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si se había consultado a Afuseu durante la elaboración en este 
proceso que estamos mencionando. 


SEÑORA BONÉ.- Respecto a la convocatoria puntual a la integración del grupo, lo que se trató de 
desarrollar fue un procedimiento estrictamente técnico, en el que participaron funcionarios de carrera 
de la Dirección General, idóneos en el área consular estrictamente -todos son socios de Afuseu, entre los 
cuales me incluyo- y las asesorías técnicas del grupo interinstitucional. Se trató de imprimirle un 
enfoque técnico y disociarlo, inclusive, de la propia Administración, a la que finalmente fue elevado el 


proyecto terminado por el grupo para que lo evaluara. Afuseu tuvo conocimiento, en tanto gremial y 
asociación, del proyecto en la reunión que mencionó el Embajador. La elaboración fue estrictamente 
un proceso técnico, con técnicos idóneos en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro entonces que Afuseu no fue consultada en el momento de la 
elaboración del proyecto. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Con respecto al artículo 28 del proyecto de ley a consideración, específicamente 
en el literal b), cabe destacar que su entrada en vigor va a posibilitar que los funcionarios consulares 
ejerzan funciones de Oficiales de Registro de Estado Civil. 


Por lo tanto, mediante la actualización de la legislación consular vigente propuesta en el artículo 28, se van a 
explicitar las funciones de Oficiales de Registro de Estado Civil, que en la actualidad están inferidas de una 
interpretación conjunta que se le da al artículo 33 de la Ley N* 3.028 y al artículo 20 de la Ley N* 18.996, de 
la que se desprende que nuestros Cónsules están facultados por ley a inscribir, expedir y suscribir testimonios 
de partidas de estado civil. 


En ese sentido, en el marco de la normativa vigente se ha trabajado en diversas iniciativas tendientes a 
implementar esta materia. 


Se ha hecho un programa piloto con nuestra embajada en Buenos Aires, que es una de las más activas, para 
proceder a la expedición de los certificados a través de la implementación de las nuevas tecnologías, en 
particular de Internet. El problema que se presenta, según lo que manifiestan los técnicos, es con respecto a la 
certificación de las firmas electrónicas de los Cónsules. Por el volumen de funcionarios consulares que se 
encuentra distribuido y la necesidad de certificar la firma a través de los organismos autorizados en el país, se 
ha hecho difícil lograr las certificaciones y, en este momento, se está trabajando para solucionar el problema. 


SEÑORA BONÉ.- Se trató de montar un procedimiento que habilitara el ejercicio práctico de esta 
función y brindara un servicio integral. Es decir, si alguien llega con su hijo y lo inscribe, que 
efectivamente esa inscripción tenga un efecto jurídico directo e inmediato en Uruguay. 


Para crear ese procedimiento se tomaron varias acciones. Se firmó un protocolo de actuación entre la 
Dirección Nacional de Registro Civil y la Cancillería, a los efectos de armar el procedimiento que, además 
del software técnico, contiene manuales, mesa de ayuda y contención de parte del Registro y del aspecto 
consular per se, que está a cargo de la Cancillería. 


El protocolo ya está firmado y si los integrantes de la Comisión tienen interés lo podemos enviar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sería muy interesante conocerlo. 


SEÑORA BONÉ.- También está desarrollado el software específico que luce como un acta de 
nacimiento o defunción con facilidades para que el Cónsul pueda establecer la ciudad en la que se 
encuentra y el huso horario, que en materia de defunción tiene una importancia radical. El software 
está listo y ya se hicieron algunos ajustes menores de funcionamiento. 


Además, también están prontos dos tipos de manuales. Uno es de naturaleza técnica e indica qué botón hay 
que apretar para adquirir equis función y otro es de naturaleza sustantiva en el que colaboraron oficiales del 
Registro Civil, que orienta cómo resolver las dudas más usuales que puedan tener los Cónsules. 


Por otra parte, para ejercer en forma práctica y efectiva la función y registrar el acto civil en un acta, el 
Cónsul debe tener un certificado de firma digital que avala la identidad. A nivel nacional, la entidad 
certificadora es el Correo Nacional. Obviamente, ya comenzó el proceso de certificación de los funcionarios 
que son designados con funciones consulares, que pasan por el Correo y adquieren el certificado. La 
dificultad aparece en el caso de los funcionarios que están en el exterior ejerciendo funciones consulares, ya 
que resulta presupuestal y prácticamente inviable trasladarlos a todos a Uruguay para hacer el trámite. En ese 
sentido, conjuntamente con el Correo y Agesic se generó un procedimiento ad hoc de certificación de la 
firma. 


El 10 de este mes finalizó el procedimiento que tiene que cumplir con todas las garantías de seguridad en el 
sentido de que quien firma es quien dice ser, etcétera. En ese sentido, luego de la firma del convenio entre el 
Correo y Cancillería que es inminente, podríamos empezar el proceso de brindar la firma a cada Cónsul. 
Inclusive, ya están prontos los borradores de las circulares de comunicación. 


Una vez que los certificados estén en poder de cada Consulado, empezaríamos a funcionar y espero que no 
encontremos ninguna dificultad técnica. Está todo bastante revisado a efectos de minimizar las dificultades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por la información. Es una noticia realmente muy 
importante. 


Corresponde autorizar que el señor Senador Martínez Huelmo haga uso de la palabra. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Quiero dejar constancia de que para mí, que voy a participar en la 
elaboración del informe, el artículo 21 ha quedado aclarado. 


Me quedo muy satisfecho en cuanto a la redacción del texto que presentó el Poder Ejecutivo y fue aprobado 
por el Senado. Tal como apreciamos oportunamente, entre conveniencias e intereses -para mí son sinónimos- 
está salvaguardado el interés de los funcionarios. 


Además, nosotros preguntamos cómo se había aplicado en la práctica, desde el año 1906 a la fecha. En ese 
sentido, el señor Embajador nos informó que hubo solamente un caso que no estaba referido a las 
conveniencias. 


SEÑOR MAHÍA.- Agradezco la presencia de la delegación. 


Vamos a apoyar la iniciativa y a considerar con la rigurosidad y el respeto que se merece cualquier propuesta 
que signifique la mejora de cada uno de los artículos en cuanto a su alcance. Entiendo que se trata de un 
proyecto de ley que tiene como objetivo central la actualización de nuestro servicio exterior en materia 
consular desde el punto de vista legislativo, que a esta altura es muy evidente. 


En ese sentido, son de recibo las explicaciones que se presentaron, más allá de las opiniones que podamos 
tener cada uno de nosotros con respecto a alcance de determinados artículos. 


Además, quiero dejar constancia de que los asuntos de esta naturaleza suponen una experticia tal que hace 
que sea bueno que quienes trabajan en estos temas hayan tenido un grado de consulta amplia, diversa y con 
distintas orientaciones, para dar respaldo a un marco legal que va a tener vigencia plena en futuras 
Administraciones. No se trata de un dato menor, porque estamos legislando al final de un período y una vez 
que se apruebe y promulgue la ley, va a ayudar a ordenar algunos aspectos que Uruguay necesita para dar un 
mejor servicio a los ciudadanos en el exterior, mejorar la representación y actualizar el trabajo que hacen 
nuestros funcionarios públicos de Cancillería en el exterior. 


Sobre la presencia y la consulta de los representantes gremiales, puede haber distintas bibliotecas. A veces, 
hay circunstancias en las cuales se los involucra en los borradores y cuando se llega al proyecto final, por el 
proceso de discusión, la realidad es otra, y puede constituir una nueva etapa de consulta posterior. No es malo 
que una vez que se presenta un proyecto de ley -responsabilidad institucional del Poder Ejecutivo y, en este 
caso, de la Cancillería-, el gremio, bajo sus potestades, formule comentarios, dudas, aprehensiones y los 
aportes que entienda necesarios. Por eso, a veces es saludable recibir aportes. Sin embargo, en un proyecto 
con una naturaleza técnica muy específica, a veces -no puedo afirmar categóricamente que sea el caso-, los 
aportes gremiales pueden tener las limitaciones de la especialización en la materia. 


Celebro esta iniciativa, ojalá tengamos una rápida aprobación en Cámara y que sea de utilidad para el 
funcionamiento del Estado y su representación en el exterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Presumo que el Ministerio está de acuerdo con las modificaciones que hizo el 
Senado al texto original. Es bueno saber que en la etapa parlamentaria también se pueden hacer 
modificaciones en el Senado o en la Cámara. A veces, la Cámara mejora los proyectos del Senado; a 
veces, el Senado mejora los proyectos de la Cámara. 


Les agradecemos mucho vuestra visita. 
(Se retiran de Sala las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores) 


———El orden del día indica que ingresemos en un tema que tenemos en la agenda desde hace tiempo, pero no 
hay ninguna propuesta concreta. Vamos a postergarlo con la exhortación de que sería mejor resolverlo en esta 
Legislatura. 


Quiero señalar que estamos coordinando para el miércoles 6 de agosto la visita del señor Ministro de 
Relaciones Exteriores. En virtud de que en las semanas que tenemos por delante no concretamos ninguna 
visita y no tenemos ningún asunto por considerar, propongo no citar la Comisión. Como las sesiones 
ordinarias se realizan durante los primeros dieciocho días del mes, en caso de tener que aprobar algún 
proyecto de ley, convocaríamos a los miembros o veríamos la forma de realizar el informe en una sesión 
ficta. 


Estamos en tiempos complejos y creo que sería mejor saber que no tenemos la obligación de estar los 
miércoles a la hora 13 en la Comisión para celebrar la sesión. Si surge alguna circunstancia, la conversamos y 
la comunicamos. 

¿Estamos de acuerdo? 

(Apoyados) 

———Muyy bien. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


